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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

10676 Sala Primera. Sentencia 93/1993, de 22 de
marzo. Recurso de amparo 776/1989. Contra
Auto dictado por el Tribunal Supremo inad­
mitiendo recurso de casación frente a Sen­
tencia de la Audiencia Territorial de Madrid
que había desestimado, en vía de recurso,
demanda de tercería de dominio. Supuesta
vulneración del derecho a los recursos: Deter­
minación de la cuantía litigiosa.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente. don Fernando García-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 776/89. interpuesto
por «Norsil, Sociedad Anónima.., representada por el Pro­
curador don Gabriel Sánchez Malingre y dirigida por el
Abogado don José Manuel Liaño Flores. contra el Auto
que dictó el Tribunal Supremo (Sala de lo Civil) el 27
de marzo de 1989. ha comparecido la Entidad «Rasjo
Kross. Sociedad Anónima... representada por el Procu­
rador don Juan Luis Pérez-Mulet y Suárez y defendida
por el Abogado don Miguel Moscardó, ha intervenido
el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el Magistrado don
Rafael de Mendizábal Allende, quien expresa el parecer
de la Sala. .

l. Antecedentes

1. En escrito presentado el 28 de abril de 1989
se interpuso recurso de amparo contra la resolución ante­
dicha y en él se nos cuenta que «Norsil, Sociedad Anó­
nima.., formalizó en 1985 demanda de tercería de domi­
nio contra varias otras sociedades a causa del embargo
de una maquinaria de su propiedad en un procedimiento
ejecutivo que «Rasjo Kross, Sociedad Anónima.., había
promovido con anterioridad. La demanda dio .lugar a
la sustanciación, en pieza separada, del correspondiente
juicio declarativo de menor cuantía ante el Juzgado de
Primera Instancia núm. 6 de Madrid. En el hecho deci­
mosexto de la demanda de tercería se indicó, como cuan­
tía litigiosa, la cifra de 7.500.000 pesetas. tomando
como base la valoración de la maquinaria efectuada en
las pólizas de préstamo suscritas por «Norsil.. con dos
bancos. conforme a lo prevenido en el arto 489.1 L.E.C.•
cuantía que no fue discutida por ninguno de los deman­
dados pero que -aún cuando esto se omíta en la deman­
da- fue reducida a la cifra de 2.400.000 pesetas en
la provincia de 8 de noviembre de 1985. consentida
por las partes. El Juez dictó Sentencia el 31 de julio
de 1986. desestimando la tercería y contra la misma
se interpuso recurso de apelación ante la Audiencia Terri­
torial de Madrid. cuya Sala Tercera de lo Civil lo deses­
timó en Sentencia de 21 de abril de 1988. confirmando
en todas sus partes la Sentencia de instancia.

Intentado recurso de casación ante el Tribunal Supre­
mo. no fue admitido en Auto de 27 de marzo de 1989.
por no alcanzar la cuantía el mínimo de 3.000.000 de
pesetas exigido entonces por el art. 1.678.1 L.E.C. Inter­
puesto recurso de súplica contra dicho Auto. no se admi­
tió tampoco en providencia de 17 de abril siguiente.
Según se dice. el Auto impugnado infringe el derecho
a obtener la tutela judicial efectiva y sin indefensión que
reconoce el arto 24.1 C.E. El recurso de casación que
interpuso la Sociedad no ha sido admitido por razón
de la cuantía como consecuencia de un error o. cuando
menos. de una subjetiva y parcial determinación del valor
de la maquinaria sin tener en cuenta no la cuantía seña­
lada por la parte. que no había sido discutida en ningún
momento por los demandados. ni las pólizas de préstamo
acompañadas a la demanda que respaldaban la cifra
de 7.500.000 pesetas como cuantía. En consecuencia,
se pide la nulidad de las dos resoluciones. Auto y pro­
videncia, así como que se declare el derecho a que sea
admitido a trámite el recurso de casación.

2. Este de amparo fue admitido por providencia de
la Sección Primera de 17 de julio. Una vez recibidas
las actuaciones y emplazadas las partes. se abrió lá fase
de alegaciones en otra providencia de 27 de noviembre.
El Fiscal solicitó el 22 de diciembre que, con suspensión
del plazo para alegaciones. se solicitara del Juez de Pri­
mera Instancia la remisión por testimonio del juicio eje­
cutivo, la demanda de tercería y la contestación a ella.
a lo que accedió la Sección en providencia de 30 de
marzo de 1992 y, una vez recibido, abrió un nuevo plazo
común de diez días para la presentación de alegaciones.
El Fiscal interesó de la Sala el 11 de noviembre que
se requiriera de nuevo al Juez para que remitiese tes­
timonio de la demanda de tercería, ya que había remitido
otra distinta. formulada por la misma Entidad «Norsil,
Sociedad Anónima... contra otras personas por los mis­
mos bienes. En providencia de 4 de enero de 1993,
la Sección abrió un nuevo plazo de alegaciones.

3. La sociedad demandante las había formulado el
27 de diciembre de 1989. ratificándose en las que con­
tenía su escrito inicial. El Fiscal. a su vez. informó el
16 de enero de 1993 en favor de la estimación del
recurso de amparo. En tal sentido el art. 489.1 L.E.C.
establece que cuando el pleito tenga por objeto la recla­
mación de bienes muebles se estará a su valor actual,
conforme a los precios corrientes del mercado o en la
contratación de bienes de la misma clase. A tal efecto
existen dos documentos que pueden ser expresivos de
dicho valor. la póliza de préstamo por 7.500.000 pesetas
y la escritura de hipoteca por 2.100.000 pesetas. La
primera cifra fue recogida en la demanda como cuantía
litigiosa. -añade.- sin controversia entre las partes (aun
cuando fuera rectificada por el Juez. según vimos) el
Tribunal Supremo ha optado por el valor plasmado en
la escritura de constitución de la hipoteca mobiliaria,
inclinándose por una interpretación que supone la pér­
dida del recurso de casación para el recurrente. cuando
podía haber optado por otra más razonable y más favo­
rable a la efectividad del derecho fundamental, por lo
que el Auto impugnado infringe el art. 24.1 de la Cons­
titución (STC 63/1992). La otra sociedad personada dejó
transcurrir el plazo sin formular alegaciones.
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4. En providencia de 15 de marzo se fijó para la
deliberación y votación de la presente Sentencia el día
22 de marzo de 1993.

11. Fundamentos jurídicos

1. El derecho a la tutela judicial efectiva no se agota
en una respuesta única y, por tanto, comprende no sólo
el acceso al proceso de instancia sino también los recur­
sos establecidos en la Ley (SSTC 23/1983 y 123/1983).
así como a la ejecución de lo juzgado. Ahora bien. como
derecho de configuración legal en nuestra propia ter­
minología, su contenido ha de venir dado por los códigos
procesales de los respectivos ordenes jurisdiccionales,
donde se articula el sistema de recursos peculiar de cada
uno de ellos, con la doble función común de servir como
garantía del ciudadano e instrumento de control interno
de la organización judicial. La necesidad de seleccionar
los asuntos más importantes para hacer posible en la
práctica su reconsideración en un segundo grado juris­
diccional. provoca que el legislador utilice distintos cri­
terios selectivos. unos directos como puede ser la natu­
raleza del asunto y alguno indiciario. entre los cuales
se encuentra la cuantía de la pretensión.

Esta. que en una primera etapa sirve a veces para
determinar el procedimiento idóneo. impedía que a la
casación civil. pudieran llegar entonces los asuntos cuyo
interés económico se cifrare en menos de 3.000.000
de pesetas (art. 1.687 L.E.C.). y aquí está el quid de
este proceso de amparo, donde la sociedad anónima
demandante se queja de que no le fue admitido un recur­
so de tal índole interpuesto en una tercería de dominio
de un equipo móvil de carga sito en un muelle del puerto
de La Coruña. embargado en un procedimiento ejecutivo.
La invocación del derecho a la tutela judicial ofrece como
soporte de hecho el valor real de la maquinaria. muy
superior al asignado procesalmente para negar la admi­
sión. En las actuaciones aparecen la escritura notarial
de hipoteca mobiliaria formalizada en 1982. donde se
le asigna un valor de 2.100.000 pesetas y una póliza
de préstamo hecha dos años después. con la cantidad
de 7.500.000 pesetas.

2. Ahora bien, el Tribunal Supremo. que conocía
ambas valoraciones, se sirvió de la primera y más baja
como determinante de su decisión. en el Auto impug­
nado aquí y ahora, operación selectiva que es privativa
de los organos judiciales. sin que este Tribunal Cons­
titucional pueda revisarla. como tampoco puede fiscalizar
la iJonderaclón de los elementos de juicio -escritura y
póhza- tenidos en cuenta para formar su convicción
al respecto. Así lo dice nuestra STC 142/1992. donde
se concluye que tal es «una apreciación de los hechos
que. a más de pertenecer al plano de la legalidad ordi­
naria, le está vedada a este Tribunal por virtud de lo
dispuesto en el art. 44.1. b)>> de su Ley Orgánica. En
definitiva. «es el legislador quien establece las reglas
sobre determinación de la cuantía de los litigios -así
lo ha hecho en el arto 489 de la L.E.C.- y son los Tri­
bunales ordinarios quienes deben interpretar tales
reglas» interpretación que no es revisable en sede cons­
titucional salvo que fuere ultra vires. manifestamente
arbitraria o irrazonable. Esta es la tesis que ha prevalecido
y se ha consolidado en un copioso grupo de Sentencias
(SSTC 9/1983, 104/1984. 2811987, 110/1989.
52/1990,13 Y 142/1991.34/1992).

Desde tal perspectiva sesgada. propia de la vía de
amparo en que nos encontramos ahora, no cabe negar
un sólido fundamento a la inadmisibilidad del recurso
de casación intentado en su momento, solidez que es
predicable de su aspecto intrínseco o sustantivo como
del formal o extrínseco. En efecto, entre las valoraciones
puestas a su disposición. el Tribunal Supremo utilizó la
contenida en la escritura notarial de hipoteca mobiliaria,

cuyo negocio jurídico subyacente está más directamente
ligado al derecho de propiedad (soporte de la hipoteca).
objeto también de la tercería de dominio y no el préstamo
concertado en una póliza intervenida por agente media­
dor mercantil. Es evidente. contado así, que la elección
es razonable y lo es también por una circunstancia cro­
nológica. ya que la cantidad en la cual se evalúa el equipo
móvil de carga tiene como punto de referencia el año
1982, en que se produjo el embargo dentro de un juicio
ejecutivo. Esta connotación temporal. como también la
naturaleza respectiva de los contratos que son el soporte
de las valoraciones contrapuestas y las características
de los documentos a los cuales se incorporan. eliminan
por de pronto cualquier asomo de «voluntarismo selec­
tivo en la admisión del recurso» (STC 164/1992).

3. Podría haberlo. en cambio, si se hubieran mane­
jado criterios con cierta apariencia de objetividad. pero
proclives a un uso caprichoso. No vale. por ejemplo,
sentar la preferencia de la valoración más reciente sobre
la más antigua, sin más, porque esa predilección no
encuentra apoyo alguno en las normas procesales y más
bien las tergiversa, ya que la cuantía ha de fijarse en
el momento de iniciarse el proceso. en la demanda dice
el arto 489 L.E.C. desde cuya concreción se produce
una perpetuatia, una petrificación de ese dato procesal.
que funciona sin alteración alguna en las demás etapas
o grados jurisdiccionales. Tampoco puede -por ello mis­
mo- atender a una eventual revalorización posterior o
depreciación a lo largo del tiempo, como es lo más
frecuente.

En tal sentido. la cuantía litigiosa había sido esta­
blecida correctamente en el momento procesal opor­
tuno. El Juez de Primera Instancia no se conformó con
la cifra manifestada unilateralmente por la sociedad anó­
nima, sedicente propietaria. del equipo y la fijó en
2.400.000 pesetas. como consta en la providencia de
8 de noviembre de 1985, donde se tuvo por promovida
la tercería de dominio y se encauza su tramitación por
el proceso declarativo ordinario de menor cuantía. Esta
resolución fue notificada a las partes en litigio, sin que
ninguna de ellas -ni por supuesto, la demandante enton­
ces y hoy- formularan recurso alguno, por lo cual adqui­
rió firmeza y se convirtió en un dato procesal inmutable
a todos los efectos pertinentes. En este sentido conviene
refrescar la memoria y traer a colación que el examen
de los presupuestos procesales ha de ser efectuado no
sólo a instancia de parte sino de oficio por el Juzgador,
en cada momento. aun cuando los demás interesados
o litigantes no hubieran hecho objeción alguna. «El cum­
plimiento de los requisitos procesales es de orden públi­
co y de carácter imperativo -hemos dicho- y escapa
del poder de disposición de las partes y del propio órgano
judicial» (STC 90/1986). La determinación de la cuantía.
como uno de los elementos para configurar la compe­
tencia objetiva. corresponde al Juez de instancia, pre­
figurando así el itinerario procesal y la competencia fun­
cional en caso de recurso. Es entonces el Tribunal ad
quem quien ha de ejercer la potestad de admitirlo o
no. ateniéndose a lo ya dicho y sin quedar vinculado
por la decisión que sobre esa admisibilidad haya adop­
tado el Juez a qua ni menos aun por la opinión al respecto
de los litigantes. sea cualquiera su sentido. aquiescente.
indiferente o contradictorio como hemos advertido en
otras palabras más de una vez (SSTC 90/1986. ya citada
antes y 113/1990). Aquí la coherencia de las dos reso­
luciones judiciales. inicial y final. es completa y refleja
una absoluta objetividad, sin margen alguno de volun­
tarismo.

4. En definitiva. la sociedad demandante no ha
padecido quebranto en el derecho a la tutela judicial
desde el momento en que obtuvo dos respuestas con­
secutivas, en instancia y apelación. sobre su pretensión
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de ser la propietaria de una determinada maquinaria
embargada en juicio ejecutivo, que fue denepada en
ambas Sentencias. La inviabilidad de la casacion como
recurso extraordinario en función de la cuantía, atenién­
dose a la establecida en su momento, firme y consentida,
no menoscaba el derecho fundamental invocado, que
garantiza una decisión judicial razonable y razonada jurí­
dicamente, pero no que sea favorable a las pretensiones
de cualquiera de los litigantes. La discrepancia respecto
del criterio mantenido en las resoluciones impugnadas,
que es en definitiva el meollo de este proceso, no puede
servir nunca de funcamento al amparo que se pide (SSTC
126/1986,50/1988 Y 127/1990), si por otra parte
se observa que la Constitución ampara a todos los liti­
gantes en un pleito, con intereses encontrados y no sólo
a uno de ellos. La inadmisibilidad de la casación que
perjudica al perdedor, beneficia en la misma medida la
efectividad de la tutela judicial del ganador.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del

Estado».

Dada en Madrid. a veintidós de marzo de mil nove­
cientos noventa y tres.-Mil¡luel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando Garcla-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

10677 Sala Primera. Sentencia 94/1993, de 22 de
marzo. Recurso'deampáro 1.744/1989. Con­
tra Acuerdo de la Dirección de la Seguridad
del Estado y contra Sentencia confirmatoria
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Supremo, que dieron lugar a la
expulsión del territorio español de la actora.
Vulneración del derecho a circular libremente
por el territorio nacional (artículo 19 CE):
Posición jurídíca de los extranjeros en España.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz VillaIón. Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.744/1989, inter­
puesto por doña Evangelina L. Venzón, representada por
el Procurador de los Tribunales don Nicolás Alvares del
Real y asistida por el Letrado don Federico Fernández
Alvarez-Recalde. contra el Acuerdo de la Dirección de
la Seguridad del Estado (Ministerio del Interior), de 15
de marzo de 1988 (expediente núm. 628102), Y contra
la Sentencia emitida por el Tribunal Supremo de 12 de
julio de 1989 (r. 558-89), que dieron lugar a la expulsión
del territorio español de la actora. Ha comparecido la
Administración !lel Estado, representada y defendida por

su Abogado. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. y ha
sido Ponente el Magistrado don Carlos de la Vega Bena·
vas, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito que tuvo entrada en este Tribunal el
14 de agosto de 1989, el Procurador de los Tribunales
don Nicolás Alvarez del Real, en nombre y representación
de doña Evangelina L. Venzón, interpuso recurso de
amparo contra el Acuerdo de la Dirección de la Seguridad
del Estado, de 15 de marzo de 1988. confirmando pos·
teriormente por el Tribunal Supremo (Sala de lo Con·
tencioso-Administrativo, Sección Segunda), en Sentencia
de 12 de julio de 1989.

En la demanda se solicita que se declare la nulidad
del acto administrativo recurrido. reconociendo el dere­
cho que asiste a la actora a la libre circulación por España
y a fijar su residencia aquí. a un trato igual. yana sufrir
indefensión. Por otrosí solicita la suspensión de la orden
de expulsión recurrida, suspensión que se ha decretado
en la vía judicial previa y que viene avalada, en todo
caso. por el hecho de que la entrada en territorio nacional
fue legal.

2. La solicitud de amparo se basa en los siguientes
hechos:

a) La recurrente. ciudadana de nacionalidad filipina,
obtuvo en 1986 un primer permiso de trabajo y de resi·
dencia en España; en octubre de 1987 solicitó la opor·
tuna renovación que tuvo que reproducir en febrero de
1988 por extravío de la anterior. Dicha solicitud le ha
sido concedida por lo que al permiso de trabajo se refiere.

b) El 1 de febrero de 1988 se inició el expediente
administrativo de expulsión de la recurrente. que con·
cluyó por Acuerdo de la Dirección de la Seguridad del
Estado, de 15 de marzo de 1988, por el que se acordó
la expulsión del territorio nacional de la hoy actora asi
como la prohibición de entrada en éste por un período
de tres años:

c) Recurrido en este acto administrativo al amparo
de la Ley 62/1978. el recurso fue estimado por la
Audiencia Nacional mediante Sentencia de 30 de
noviembre de 1988 (a. 2877-88) que declaró la nulidad
del acto administrativo de expulsión. Interpuesto recurso
de apelación por el Abogado del Estado, fue estimado
por la Sala Tercera, Sección Segunda, del Tribunal Supre·
mo. mediante Sentencia de 12 de julio de 1989. que
revocó la anterior confirmando la regularidad del acto
administrativo.

3. La recurrente fundamenta su solicitud de amparo
en la vulneración de distintos derechos constitucional·
mente garantizados: Libre circulación y residencia en
España (art. 19). igualdad (art. 14), indefensión (art. 24),
principio de graduación de penas y sanciones (art. 25)
y tipicidad de conductas sancionables (art. 25). En con·
creta, en la demanda se alega, en síntesis. lo siguiente:

a) En primer lugar, el art. 19 de la Constitución,
que consagra el derecho a la libre circulación y residencia
en España. se extiende a los extranjeros poniéndolo en
relación con el arto 13.1 del propio Texto fundamental.
La remisión que este precepto hace a la Ley se concreta.
en materia de residencia. por la Ley Orgánica 7/1985.
Dicha Ley exige, entre otros requisitos, que los extran­
jeros cuenten con permiso de residencia. Cuando se ini­
ció el expediente de expulsión. el 1 de febrero de 1988.
la actora contaba con dicho permiso ya que había soli­
citado su renovación meses antes y poseía el corres­
pondiente resguardo que, según el art. 48 del Real Decre­
to 1119/1986, surte los mismos efectos que el permiso
hasta que se resuelve el expediente. La consecuencia
es que se cumplía las condiciones legalmente estable-


